Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 18 minutos) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial de la Cámara de Senadores tiene el 
gusto de recibir a los doctores Mauricio Fioroni, Marcelo Nievas y Carolina Neme, quienes nos han 
pedido una audiencia a los efectos de hacer un planteo a propósito de algunos cuestionamientos que 
les merece el llamado “Fraccionamiento Las Garzas” en la zona costera del departamento de Rocha. 
Cabe destacar que esta Comisión ya ha recibido a la licenciada Alicia Torres a los efectos de formularle 
algunas preguntas respecto de este tema en atención, incluso, a una modificación que tuvo la Ley de 
Ordenamiento Territorial, vigente desde el mes de junio, en cuanto a la aplicación del régimen de 
propiedad horizontal. 


En definitiva, en tanto se trata de asuntos vinculados, la Comisión entendió oportuno 
recibirlos a los efectos de conocer cuál es su visión sobre este tema. 


SEÑOR FIORONI.- Antes que nada, quiero agradecer la posibilidad que nos brindaron de comparecer 
ante esta Comisión. 


Nosotros estamos trabajando en la zona de Rocha desde hace, aproximadamente, dos años. 
Pertenecemos a un estudio de abogados que se ha interesado en temas que tienen que ver con el 
medio ambiente, principalmente en la zona costera de Rocha. En el ejercicio de la profesión, en la 
etapa inicial de nuestro Estudio, llegamos al departamento de Rocha por emprendimientos vinculados 
con la zona de Aguas Dulces. Luego, tomamos conocimiento de lo que estaba ocurriendo con el 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas y fue así que comenzamos a trabajar en la zona de Cabo 
Polonio, donde acompañamos el ingreso a dicho Sistema apoyando a la comunidad local de manera 
de alcanzar cierta articulación con las autoridades y, en cierta forma, lograr que la gente sintiera que 
sus derechos eran reconocidos y que contaban con el respaldo de abogados que respondían a sus 
intereses. Debe quedar claro que nosotros entendíamos que era positivo el ingreso al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas y, en ese sentido, que la sociedad civil se organizara y tratara de 
participar ya que eso es fundamental para cualquier acción sobre un territorio en el que está afincada 
una comunidad. 


En ese contexto, trabajando con la gente de Rocha y en las zonas de Aguas Dulces y Cabo 
Polonio tomamos conocimiento -por vecinos, por gente vinculada a temas de la costa- de que se 
estaba llevando adelante un proyecto entre la Laguna Garzón y la Laguna de Rocha. Los primeros 
comentarios que recibimos fueron un tanto alarmantes, dando la impresión de que era algo perjudicial 
para el medio ambiente e, incluso, se manejó la sospecha respecto a la corrección que podía tener ese 
emprendimiento. 


Por nuestra parte, desde el momento que empezamos a trabajar con la gente de la DINAMA 
estudiamos mucho el tema de las áreas protegidas y al hacerlo tomamos conocimiento de la 
importancia de la Laguna Garzón, la Laguna de Rocha y la Laguna de José Ignacio. Nos parecía que, 
justamente, estábamos ante un área de protección muy importante y justificaba que le dedicáramos 
atención y analizáramos qué estaba sucediendo. De esa manera, nos enteramos de la existencia de un 
expediente ante la DINAMA por el cual se estaba tramitando la calificación del proyecto presentado por 
una empresa argentina en un inmueble rural de 240 hectáreas en el kilómetro 208 de la Ruta 10, en el 
centro entre la Laguna de Rocha y la Laguna Garzón. Este predio tiene un kilómetro y medio de costa, 
un kilómetro y medio de profundidad y un kilómetro y medio de frente sobre la Ruta 10. Cuando 
comenzamos a estudiar el expediente vimos que el proyecto en la DINAMA contó con una calificación 
categoría B, por lo que se mandaban hacer algunos estudios de impacto ambiental sectoriales y se 
hacían algunas observaciones. Incluso, se le insinuaba al promotor que esa formulación no era muy 
viable con el medio ambiente, por lo que se debería reformular. El promotor, por su parte, aporta 
algunos documentos pero enseguida se presenta y dice que va a desistir del proceso; no obstante, 
inicia para el mismo proyecto, el mismo lugar y el mismo padrón un segundo expediente ante la 
DINAMA. Ese segundo expediente culmina con una clasificación A, por lo que no se le exige ningún 
tipo de estudio de impacto ambiental. Nosotros empezamos a preocuparnos y nos pareció que la 
dirección en que iba el proyecto podía tener algún riesgo real de no aplicación de la normativa vigente 
en lo que tiene que ver con la protección del medio ambiente y el ordenamiento territorial. 


Profundizando en el expediente, encontramos algunas irregularidades que nos pareció que justificaban 
que en el día de hoy acudamos a este ámbito. Principalmente, se destaca la superposición de dos 
procesos para un mismo predio y promotor en un mismo padrón. Encontramos también una diferencia 
de calificación, porque se trataba de una calificación B con fundamentos un poco más amplios que 
cuando se adjudicó la A, que prácticamente no tenía fundamentación. 


Cuando comenzamos a estudiar el expediente administrativo, conocimos un informe del 
doctor Cousillas, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en el que se 
dice que correspondería que se levantaran las observaciones y no que se hiciera un nuevo proceso. 
Allí se plantea, además, que en la eventualidad de que se llegara a hacer un nuevo proceso, el 
expediente que se había iniciado debía ser tomado como antecedente, corriendo juntos hasta la 
clasificación en una segunda instancia. Esto no se concretó; por lo que hemos sabido, en el Ministerio 
los expedientes se manejaron en forma totalmente independiente, llegándose incluso a conclusiones 
diferentes. 


La Intendencia Municipal de Rocha recibe una comunicación del promotor en la que se dice 
que se logró la calificación A por haber vencido el plazo correspondiente, por lo que se ratifica la 
propuesta del propio promotor. Sin embargo, el promotor no se había percatado de que la DINAMA 
había hecho observaciones y hasta tanto no las levantara no empezaba a correr de nuevo el plazo de 
diez días con que contaba para pronunciarse. Es en este punto que el promotor notifica a la 
Intendencia la existencia de una clasificación A por el primer proyecto, y es lo único que consta en el 
expediente de la Intendencia. Sin embargo, tenemos un proyecto de clasificación B en el que no 
figuran los pasos que se siguieron en la DINAMA, es decir, todas las acciones de la Administración. 


Reitero que ninguna de las resoluciones figura en el expediente; solamente se incluye lo que 
le comunica el promotor a la Intendencia. Sí aparece la calificación cuando se le otorga la A, en el 
segundo expediente, pero de la clasificación B no se dice nada, y tampoco se deja constancia de que 
existió un informe en el que el ingeniero Anastasía hacía las observaciones que entendía pertinentes. 
En definitiva, nunca aparecieron las observaciones en los informes que se solicitaron para la 
ampliación de los estudios técnicos que se debían presentar. 


Debo decir que el expediente se tramita ante la Intendencia Municipal de Rocha, pero se va 
formando sin contar con toda la información, sino sólo con antecedentes parciales, por lo que, cuando 
el mismo se pone de manifiesto, el ciudadano que quiere conocer el proyecto se encuentra con 
información sectorizada y tendenciosa, porque no aparecen allí las malas calificaciones que se habían 
dado antes, sino que directamente figuran las buenas que se obtuvieron en la segunda instancia. 
Entonces, si quien va a consultar la información no tiene la precaución de investigar lo que dice la 
DINAMA con relación a ese proyecto, nunca se enterará de que esa Dirección interpuso observaciones 
y consideró que ese proyecto podía tener impactos significativos para el medio ambiente, por lo cual 
estableció que debían hacerse estudios importantes. Incluso, cuando la empresa presenta alguno de 
los complementos que la DINAMA solicita, esta concluye que los puntos no están bien estudiados y no 
están siendo evaluados correctamente por la empresa. 


En ese contexto, nos presentamos ante la Intendencia solicitando que se complete el 
expediente, de forma que contenga todos los elementos que debería incluir, que son, precisamente, los 
antecedentes administrativos; también pedimos que se efectivice el principio precautorio en materia de 
Derecho Ambiental. En definitiva, exhortamos a que hasta tanto no se corrijan esos puntos, no se 
integre toda la información al expediente y los Ediles que tienen el tema a estudio no cuenten con toda 
la documentación, el proyecto no sea aprobado o, por lo menos, no comiencen las obras. Sin embargo, 
concurrimos al predio acompañados de un escribano y constatamos que se estaba construyendo, a 
pesar de que la aprobación no estaba dada. En consecuencia, labramos un acta en la que se señala 
que se habían iniciado los trabajos dentro del predio, cerca del alambrado. Se habían construido 
depósitos, baños, algo de caminería, se había señalizado e, incluso, se comenzaba a construir un 
“deck” de madera a pocos metros de la playa. Y todo esto sólo en una primera aproximación al tema. 


Con el tiempo hemos encontrado que cuanto más profundizamos en el asunto, más 
elementos inquietantes surgen, como el no considerar la aplicación de la Ley de Ordenamiento 
Territorial en un proyecto tan importante, no contemplar la Ordenanza Costera en una serie de 
aspectos directrices de la misma, no respetar los convenios internacionales, así como las propias 
resoluciones que ha tomado el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, 
con anterioridad, quienes han cumplido sus veces en lo que tiene que ver con la protección de los 


recursos naturales, habiéndose decretado y legislado en su momento respecto a determinadas zonas 
con determinados atributos y con cierta protección legal. La zona a la que nos estamos refiriendo es 
considerada parque lacustre o parque nacional lacustre, cuenta con una protección especial, es 
reserva de biósfera y tiene una cantidad de atributos naturales que la han hecho merecedora de toda 
esa protección. 


En virtud de que le hemos dado mucho valor, de que es un capital que se ha logrado 
mantener para todos los rochenses y para todo el país de una forma natural, ha “Zafado” -por decirlo de 
alguna manera- de lo que ha sido el crecimiento lineal de Rocha, así como de una propuesta 
homogénea respecto a la oferta turística de nuestra costa. Con el sacrificio de mucha gente y de varias 
generaciones de rochenses -que en ocasiones miraban hacia Maldonado y pensaban “ellos sí que 
hacen plata basándose en la oferta turística”- se apostó con otra mentalidad y visión. Ahora, contando 
con más herramientas que las anteriores generaciones, porque existe una buena Ordenanza Costera - 
aunque discutida por muchos años- una Ley de Ordenamiento Territorial -que, a pesar de algunos 
“baches”, prevé una cantidad de circunstancias- leyes protectoras de medio ambiente, además del 
artículo 47 de la Constitución -se trata de una cantidad de legislación que serviría para proteger eso, 
encauzarlo y desarrollarlo de una forma sustentable- ¿se apunta al desarrollo lineal de la oferta 
turística, transformando la zona en la continuación de José Ignacio, contra la Ordenanza Costera y la 
Ley de Ordenamiento Territorial? 


SEÑORA NEME.- Como abogada y trabajadora de las áreas protegidas deseo hacer una acotación. 


Este proyecto también va en contra de innumerables proyectos técnicos que se han realizado 
en la zona, tales como los efectuados por PROBIDES, ECOPLATA, la Facultad de Ciencias y otros, en 
contra de ese desarrollo urbano-turístico que ya desde la década de los noventa se ha dejado de 
apoyar por ser insustentable. Por consiguiente, de continuar con todo esto se incurrirá en una serie de 
contradicciones y violaciones, no sólo a la normativa, sino también a informes técnicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos ha llegado una comunicación en el sentido de que anoche se hizo un 
planteo en la Junta Departamental de Rocha. 


En su momento nos visitó la Directora de Medio Ambiente, que concurrió acompañada por su 
asesor, el doctor Pastorin, y le hicimos una serie de preguntas teniendo en cuenta que se hizo una 
clasificación de los proyectos cuando estaba vigente la Ley de Ordenamiento que impedía este tipo de 
fraccionamiento. Precisamente, le preguntamos sobre ese tema y la respuesta fue que se habían 
hecho reuniones en el Ministerio y que como el fraccionamiento había sido autorizado con anterioridad, 
el criterio que utilizaba la Cartera en esos casos era respetar los fraccionamientos que hubieran sido 
aprobados previamente. Ayer veía que un Edil departamental lo cuestionaba diciendo que no estaba 
autorizado. 


SEÑOR LAPAZ.- Lo decía el Edil Umpiérrez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo leí en una comunicación que me llegó hoy. Reitero que la semana pasada 
recibimos al Director de Ordenamiento Territorial, pero no hablamos de este tema en particular, sino de 
otras cuestiones generales vinculadas con la franja costera y con algunos temas de ordenamiento. 


SEÑOR FIORON!.- La denominación de este fraccionamiento ha generado innumerables confusiones y 
dificultades, porque en la costa de Rocha y cerca del lugar donde está previsto hacer este proyecto ya 
existe un balneario -que prácticamente es un fraccionamiento nominal, con muy poco desarrollo- 
llamado “Las Garzas”. Entonces, cuando la gente comenzó a hablar del proyecto en general, se 
manejaba a Las Garzas como sinónimo del balneario, al punto que el día en que fuimos a hacer el acta 
de constatación, el propio sereno nos decía que muchas veces tenía que impedir el ingreso. Lo que 
ocurre es que como afuera hay un cartel que dice “Las Garzas”, la gente creía que se trataba del 
balneario y, entonces, quería ver sus terrenos, por lo que el sereno tenía que explicarles que ese era 
un campo de 240 hectáreas en un padrón único. Por lo tanto, el caso es totalmente diferente. 


Ahora bien, si el verdadero fraccionamiento “Las Garzas” hubiera sido comprado por este 
inversor nos encontraríamos en una situación totalmente diferente porque estaríamos ante una 
previsión de la Ordenanza Costera respecto a este tipo de fraccionamientos que han sido realizados, 
que son prácticamente nominales y que existen en la Dirección Nacional de Catastro y en la 


Intendencia Municipal. En realidad, son predios divididos en terrenos de 500 metros cuadrados 
aproximadamente. Entonces, frente a la situación de que alguien comprara en uno de estos balnearios 
y propusiera un desarrollo con correcciones que ni siquiera son aceptables para ese tipo de 
fraccionamiento, se estaría ante otra situación porque se podría revertir ese fraccionamiento costero en 
padrones muy pequeños, con lo nocivo que sería para la conformación y el desarrollo sustentable de la 
costa atlántica. Si se hubiera tratado realmente del balneario “Las Garzas”, creo que tendríamos mucho 
menos reparos que hacer respecto a lo que es en la realidad, es decir, un padrón único de 240 
hectáreas. Cuando me refiero a que tendríamos menos observaciones que hacer, quiero decir que las 
características de “country” -esto es, de un barrio totalmente cerrado- de 240 hectáreas, dividido en 
unos 480 lotes, sin ninguna calle que lo atraviese ni vía pública que lo comunique con la costa, salvo 
una que estaría sobre un sitio lindero y a un kilómetro y medio del empalme que une las Rutas 10 y 9, 
nos parece que va bastante en contra de lo que podría ser cualquiera de los principios que hoy en día 
son reconocidos de forma unánime en este país, entre ellos, el libre acceso a la costa para todos los 
ciudadanos, la radicación de cualquier forma de playa privada o lo que fuera. 


Pues bien, el hecho es que promotores argentinos están vendiendo fracciones de tierra en 
Buenos Aires y los fraccionamientos que quedan pretenden rematarlas en enero en el Hotel Conrad. 
Pensamos que, además de ser un asunto de reordenamiento territorial básico y de medio ambiente, es 
un tema de soberanía; y de no solucionarse, realmente me sentiría bastante defraudado de la 
legislación y de la forma en que se hacen las cosas en nuestro país. No nos parece bien que venga 
alguien de Argentina o de cualquier otro lugar a construir una ciudad que va a estar regida por un 
reglamento de copropiedad tan importante como nuestra ley y nuestra Constitución; el que va a 
mandar ahí es el reglamento de copropiedad y la asamblea de copropietarios. Por lo tanto, no va a 
entrar un uruguayo a menos que sea un afortunado que pueda pagar las cifras impresionantes que se 
piden por esos terrenos o alguien que vaya a realizar alguna tarea de mantenimiento -o alguna cosa 
por el estilo- que no esté cubierta por el personal de la empresa. 


Entonces, es un tema que fundamentalmente tiene que ver con recursos naturales que 
estamos derrochando, con un problema de ordenamiento territorial que choca con la normativa, con 
todo el trabajo que ha hecho el Poder Legislativo, con lo que ha tratado de desarrollar el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en los últimos años y con lo que se ha hecho en 
muchos departamentos, que han elaborado con premura este tipo de proyectos. Además, se ha 
actuado de diferentes maneras, incluso en épocas anteriores en las cuales uno no tenía tan presente lo 
valioso que eran los recursos naturales. Creo que es muy importante el valor que actualmente se le 
está dando a este tema en el mundo y en nuestro país; pero también es importante -estudiando los 
antecedentes- mirar hacia el pasado y no ser tan severos con quienes tuvieron que actuar en su 
momento. Ocurre que la partitura ha cambiado. Por ejemplo, no se vio de la misma forma que ahora la 
plantación de miles de hectáreas en las dunas de Rocha, en Cabo Polonio; se hizo con un libreto que 
decía que eran tierras improductivas y, por lo tanto, había que impedir que taparan las rutas. Hoy nos 
damos cuenta de que es lo peor que se pudo haber hecho con ese recurso natural. Sin embargo, en 
ese momento a los Legisladores y a las personas que tuvieron que actuar les pareció que esa era la 
mejor decisión. Actualmente la partitura ha cambiado y tenemos que ponernos a tono y también la 
sociedad civil tiene que cumplir el rol que los Legisladores le han dado con mucha sabiduría. La ley es 
clara: tiene que ejercer su rol de contralor y de participación en cualquiera de este tipo de 
emprendimientos. 


SEÑOR NIEVAS.- Básicamente quiero aclarar un punto que quizás mi compañero no dejó claro y los 
señores Senadores lo volvieron a preguntar, que refiere a los expedientes y a su coordinación 
administrativa ante la DINAMA y la Intendencia Municipal. 


Quiero aclarar que la finalización del expediente por el cual se le otorga viabilidad ambiental 
a esto termina con una resolución que, necesariamente, la ley preceptúa que debe ser comunicada 
tanto al promotor como a la Intendencia. En definitiva, quiero decir que esa clasificación B fue 
comunicada a la Intendencia y en el expediente consta el envío del fax a dos números de la 
Intendencia Municipal de Rocha; sin embargo, en el expediente administrativo municipal no aparece. 
Simplemente quería hacer esta acotación con respecto la relación de los expedientes porque tienen un 
vínculo funcional que no se puede obviar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que acá tenemos dos clasificaciones distintas: una que pide un 
estudio de impacto ambiental y otra que no lo solicita. 


SEÑOR NIEVAS.- Exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De esas dos clasificaciones, solo la A llegó a la Intendencia Municipal y es la 
que lo exime de cualquier estudio de impacto ambiental previo. 


SEÑORA NEME.- La Ley de Impacto Ambiental, en su decreto reglamentario, preceptúa -o sea que 
establece como obligatorio- que se realice un estudio de impacto ambiental previo, tanto en áreas 
protegidas como en áreas de defensa de costa. Si bien todavía se discute si estamos o no dentro de un 
área protegida -por un tema de decretos y porque recién está ingresando esto al sistema, etcétera- lo 
cierto es que nos encontramos claramente en un área de defensa costera. Entonces, entendemos que 
el estudio de impacto ambiental es obligatorio, de todas maneras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por nuestra parte, queremos aclarar que lo que cuestionamos en su momento 
fue que la DINAMA procediera a realizar la clasificación de un proyecto contrariando el texto de la ley 
porque, de acuerdo con la modificación prevista en la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible, cada diez mil metros tendría que haber calles. En este caso, el proyecto no lo contemplaba 
y entendimos que, si la DINAMA no se ajustaba a la normativa que en ese momento estaba vigente - 
me refiero a la ley, que luego se modificó- no podía clasificar; no podía hacerlo si violaba la ley. Eso fue 
lo que dijimos a la Directora de Medio Ambiente en este ámbito. 


Asimismo, contamos con un informe elaborado por el arquitecto Ligrone -uno de los asesores 
con quien trabajamos prácticamente en todas las sesiones de la Comisión dedicadas al análisis de la 
mencionada Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible- donde formula cuestionamientos 
muy severos con relación a este fraccionamiento. Por eso, esta cuestión me preocupa. 


SEÑORA NEME.- Lo cierto es que existen antecedentes de menor impacto, de casos que se han 
clasificado como B o C; entonces, no podemos creer que un proyecto como éste, de 486 lotes de la 
Ruta 10 a la costa, sea clasificado como A. Realmente, nos parece algo bastante grosero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- He estado leyendo rápidamente algunos de los planteos realizados por el 
arquitecto Ligrone -a quien conozco muy bien y quien, como dije antes, trabajó en la elaboración de la 
Ley- y lo cierto es que él tiene cuestionamientos muy severos a lo que ha sido el trámite en el caso de 
que se trata. En su informe, él hace referencia, por ejemplo, a la fragilidad, a la existencia de valores 
ambientales paisajísticos y otros de interés departamental, y señala también la necesidad de utilizar la 
figura del PAE, punto que fue muy discutido en Comisión. Pero, además, habla de la conectividad en 
peine y de la existencia de cárcavas en esa zona costera. Aconseja un programa de actuación 
integrada y señala la obligatoriedad de aplicar el 10% del suelo. Asimismo, se refiere a esa posibilidad 
de colocar dos calles internas perpendiculares a la ruta, generar otras barreras naturales, minimizar los 
factores de ocupación y maximizar el tamaño de los lotes. Con respecto a esto último, el arquitecto 
Ligrone habla de tres hectáreas y más. ¿Cuántos metros tienen los lotes de que se trata? 


SEÑOR FIORON!.- Los lotes son de 1.500 metros aproximadamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me hace saber por parte de Secretaría que este informe fue repartido y 
que obra en poder de los demás integrantes de la Comisión. 


Pero, a su vez, existe otro informe, elaborado por el escribano Berdaguer, profesor de 
Derecho Privado de la Facultad de Derecho. . 


SEÑOR FIORINI.- Creemos interesante recalcar que en el punto dos del informe del arquitecto Ligrone 
se señala que existe una relación directa entre el trazado de las calles, el tamaño del amanzanado, el 
carácter privado del conjunto y el uso del suelo residencial predominantemente turístico. Luego se 
expresa que si, como surge del expediente presentado a la DINAMA, en el proceso en el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente no se aplicó la exigencia de la viabilidad ambiental 
de localización, debe ser porque se lo consideró no turístico. Se incluye la exigencia de la viabilidad de 
localización ambiental en el numeral 23 referido a emprendimientos turísticos. Por lo tanto, se afirma 
que no es viable hacer islotes de propiedad privada mayores de una hectárea, ya que lo prohíbe la 
versión actual de la ley de organizaciones en propiedad horizontal, modificación incorporada por la Ley 
N“ 18.367. Si, en cambio, se priorizó su carácter turístico omitiéndose, por ende, la viabilidad de 


localización ambiental en el trámite de la DINAMA, la autorización emitida por esta última es nula, y 
debió haberse hecho un estudio de impacto ambiental. Concretamente, aquí se dice que la excepción 
que se crea para los “countries” es para cuando tienen un destino principalmente turístico y para ello se 
debe hacer un estudio de viabilidad ambiental de localización. Como en este caso no se efectuó, 
debemos suponer que no existe un destino turístico. Por lo tanto, la conclusión que se extrae es que la 
excepción que se hace en la ley no lo alcanzaría, pues es sólo para todos aquellos que tengan un 
destino principalmente turístico. De una manera u otra, están en infracción; ya sea por no haber hecho 
el estudio de viabilidad ambiental de localización o por el trazado anterior que, según estaba previsto, 
era hasta diez mil metros cuadrados. A una de las dos cosas se tiene que adaptar: o bien a los diez mil 
metros cuadrados o al estudio de viabilidad ambiental de localización, convirtiéndolo en proyecto 
turístico. 


Por otro lado, creo que el informe del escribano Berdaguer es muy interesante, 
principalmente, porque nos pone también a la vista una situación que se da en este tema y que es 
realmente preocupante. Se ha venido legislando con respecto a los límites que se quieren establecer a 
las sociedades anónimas con acciones al portador. En este sentido, se las ha excluido de la posibilidad 
de ser propietarias de inmuebles rurales, pero de alguna manera se les ha concedido licencias y 
permisos de forma parcial para algunas actividades; y resulta que una persona que viene a comprar 
una propiedad para especulación inmobiliaria, para apropiarse de un recurso natural o para apropiarse 
de nuestra soberanía, puede tenerla con una sociedad anónima uruguaya con acciones al portador y 
nosotros no saber quién es que lo tiene, esto es, si lo tiene el gobierno brasileño, argentino o quien 
sea. Lo único que tiene que hacer es declarar que no tendrá explotación agropecuaria. Ahora bien, a 
un tambero que cruce de Entre Ríos a Uruguay o a aquella persona que de Canelones se vaya a vivir a 
Colonia e instale un tambo y la familia decida tener una sociedad anónima, se le va a exigir que tenga 
una sociedad anónima con acciones nominativas. Me parece que esto es un contrasentido. Creo que 
es mejor que la tierra sea trabajada a que esté improductiva y, en la misma línea, es mejor la 
producción que la especulación inmobiliaria. En definitiva, somos contrarios a esto. Nosotros 
apuntamos a que, en este emprendimiento, una sociedad anónima uruguaya con acciones al portador 
sea dueña de un predio de 240 hectáreas con un kilómetro y medio de costa. Sin embargo, si el de al 
lado quiere poner una huerta, sus acciones tendrán que ser nominativas. Me parece que en esto existe 
un grave desfase desde el punto de vista jurídico -quizá, legalmente correcto- pero a medida que se 
fueron dando algunas intervenciones mediante decretos, todo esto se fue desvirtuando de tal forma, 
que terminó teniendo un sentido contrario al espíritu de la ley. Esta situación también es preocupante, 
porque tenemos una sociedad anónima con acciones al portador cuyo propietario es una sociedad 
anónima argentina con acciones al portador, que actualmente está siendo cuestionada por lavado de 
activos en Argentina -y, por ende, el caso está a estudio de la Justicia- con grandes cuestionamientos 
respecto a todo el grupo y con denuncias de cuentas específicas donde están identificados, en Estados 
Unidos, rubros que tienen que ver con “Las Garzas”, en el departamento de Rocha. Entonces, si yo 
como abogado o mis compañeros del estudio como escribanos, van a hacer una escritura, el Estado 
nos exige que controlemos y sepamos de dónde vienen los fondos. Ahora bien, este es un caso de 
público conocimiento y el que no quiere saberlo es porque trata de no saberlo; es más, si yo realizo el 
planteo y ustedes entran en Internet y ponen el nombre de la empresa o del empresario, 
inmediatamente les aparecerá todo tipo de artículos de prensa actual y reconocida, sobre todas las 
investigaciones que se están llevando adelante. Entonces, me parece que estamos en un lugar frágil 
con un tema de medio ambiente, de ordenamiento territorial, de soberanía y en el medio hay una 
sociedad que está siendo cuestionada por lavado de activos en Argentina. Esto tampoco nos hace 
decir: “Vamos a abrir bien los ojos. Vamos a ver qué estamos haciendo, porque esto puede terminar 
siendo un proyecto que no se culmine y suceda lo mismo que en el balneario “El Caracol” -aunque, por 
lo menos este es abierto- al igual que una cantidad de balnearios que se han formado por 
fraccionamientos y que no han terminado de consolidarse, generando problemas desde el punto de 
vista del ordenamiento territorial. Entonces, ¿qué pasa con todos esos otros balnearios nominales que 
ya fueron fraccionados cuando se haga el puente de la Laguna Garzón -aclaro que este proyecto está 
enrabado con este puente- y se genere ese tipo de emprendimiento? La oferta de terrenos en toda esa 
zona va a ser tan importante -gente que hace muchos años que no los puede vender y ahora se los 
van a tratar de sacar de encima- que se va a formar un barrio de doscientas cuarenta hectáreas de 
ricos y una zona -con cantidad de terrenos de quinientos metros- con edificaciones inadecuadas y con 
una cantidad de situaciones como, por ejemplo, la carencia de servicios, porque no existe 
infraestructura, aunque los terrenos están. Esto genera toda una situación socioeconómica para la 
zona que tampoco se tomó en cuenta en este proyecto de ley. 


SEÑOR ARANA.- A solicitud del propio Presidente de la República y en relación con el problema de 
Botnia, tuve la oportunidad de expresar clara y nítidamente -para poner los puntos sobre las ¡es por el 
conocido problema que todavía no se solucionó y vaya a saber hasta cuándo durará- que, en lo 


personal -y creo que algo más que personal- siempre he tratado de buscar aquellas soluciones que 
sean las más razonables en cuanto a un ordenamiento equilibrado desde el punto de vista territorial 
como ambientalmente sustentable. En consecuencia, las dicotomías fáciles en cuanto a que 
“bienvenidas sean las inversiones en la medida que den trabajo”, dichas con un sentido puramente 
económico y productivista, las consideramos socialmente irresponsables, éticamente incompatibles y 
políticamente regresivas. Hice esta especie de pequeño acotamiento que, además, es compatible con 
muchas otras defensas que me tocó realizar con un conjunto de gente en otros Períodos, así como en 
el actual. De todos modos, hay cosas que después se verán porque, por ejemplo, voy a solicitar a la 
Comisión que sea invitado el Intendente de Rocha, así como la propia Directora de Medio Ambiente, 
ingeniera agrónoma Alicia Torres, que cuestiona mucho esto en el informe. Creo que es conveniente 
que la versión taquigráfica del día de hoy sea enviada al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y a la Intendencia Municipal de Rocha. También he visto la manera en que 
esto se traduce en los diarios; en lo personal, lo que dicen los diarios y los periodistas lo pongo en el 
congelador, porque he escuchado lo que uno dice y lo que después aparece según lo que 
supuestamente uno dijo. Basta con ver lo que pasó en el día de ayer en el llamado a Sala al Intendente 
Barrios. Por supuesto que no hago extensiva estas consideraciones a las manifestaciones realizadas 
por nuestros invitados ya que, por otra parte, no tengo por qué hacerlo aunque me llamaron la atención 
algunas cosas e, incluso, lo que está escrito aquí. Digo esto porque cuando se habla de afectación de 
más de un kilómetro y medio de costa atlántica virgen, con una urbanización de propiedad horizontal 
tipo búnker, no sé bien qué fue lo que se quiso decir. Creo que quisieron enfatizar mucho, pero, 
sinceramente, me llamó la atención la expresión, porque imagino que habrá muros; por lo menos, es lo 
que espero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que sucede es que tiene una sola vía de acceso a la playa. 


SEÑOR ARANA.- En cuanto a la violación del principio de accesibilidad a la costa, consulté con 
algunas personas amigas -no fue con el Intendente- quienes me dijeron que esa zona tiene predios 
enormes y su acceso a la costa es tremendamente dificultoso. Diría que, prácticamente, hay que 
penetrar por ellos sin pedir autorización porque si se solicitara no sé si la conceden. Además, muchos 
de esos predios llegan a tener la playa que, teóricamente, es de uso privado -hasta el borde de la 
costa- del propietario de ese lugar. 


Tengo entendido que entre la primera y la segunda solicitud hicieron modificaciones que 
variaron sustantivamente, aunque aclaro que no hablé con el señor Intendente Municipal ni con la 
ingeniera agrónoma Alicia Torres -con quien no pude contactarme porque se encuentra en Alemania, si 
no me equivoco, con el señor Ministro- para saber si entre ellas no habían hecho consideraciones 
especiales para retirar de la zona -que recuerdo haber conocido no tanto tiempo atrás- las cárcavas, 
que son unas conformaciones realmente peculiares. No se trata de que sean constituciones rocosas 
muy sólidamente implantadas, sino que más bien son producto de la erosión diferencial entre una 
arena compactada, que por momentos parece una especie de arenisca -lo digo sin conocerlo 
ecológicamente y teniendo una idea totalmente imprecisa- lo que determinó que entre la primera y la 
segunda presentación -creo que a solicitud del Municipio- se haya dejado preservada esa zona de 
peculiaridad del suelo tal cual está conformado, haciéndolo un lugar muy diferenciado respecto a otras 
áreas algo alejadas de ese punto. 


Por otra parte, uno de los compromisos que justamente asume esta promoción es que la 
playa pase a ser pública y de acceso libre para el uso y goce de cualquier ciudadano nacional o 
extranjero. Hago estos comentarios porque es de lo que he tenido conocimiento hasta ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos nota de los informes técnicos. 


SEÑORA XAVIER.- He estado releyendo la versión taquigráfica de la comparecencia de la ingeniera 
agrónoma Alicia Torres en donde explica la existencia y el procedimiento de los dos pedidos que se 
hacen y el fundamento de por qué considera que son dos proyectos diferentes. Obviamente, ustedes 
han tomado conocimiento de esta versión taquigráfica que es pública. 


Independientemente de ello, quisiera saber a quién representan quienes nos visitan y qué 
han hecho en otros ámbitos. Me quedó claro que no han podido verificar en la Intendencia toda la 
información que estaban buscando. Quisiera saber si este planteo fue realizado en algún otro ámbito 
institucional o si han comenzado por el Parlamento. En caso de que ya hayan expuesto sus 
inquietudes en otro ámbito, desearía saber cuál ha sido la respuesta que se les ha dado, porque 


nosotros también vamos a diseñar nuestro trabajo con relación a este tema y para ello nos resulta 
necesario saber cómo se han movilizado ustedes. 


SEÑOR FIORON!.- En realidad, empezamos por donde nos pareció que debíamos hacerlo, que fue en 
el propio lugar de los hechos y en la Intendencia Municipal de Rocha, así como con la gente de la 
DINAMA que es con la que veníamos trabajando desde hace bastante tiempo. Desde que 
comenzamos a trabajar con la gente de Cabo Polonio, esa Comuna se ha vuelto un lugar recurrente, 
ya sea para la presentación de escritos, la realización de reuniones o de una cantidad de actividades 
vinculadas con nuestro trabajo. 


Entonces, el primer lugar que nos pareció que debíamos visitar era la propia Intendencia 
Municipal -donde mantuvimos reuniones con sus autoridades- y los primeros escritos fueron destinados 
al señor Intendente Municipal de esa Comuna. Asimismo, solicitamos una entrevista a la Junta 
Departamental, en donde fuimos recibidos por su Comisión de Legislación el mismo día que fue 
atendida la gente de CONSULTATIO SA, que es el promotor. Después, junto con este último se fue 
bastante gente y quedaron solamente cuatro ediles, pero los que permanecimos tratamos de 
trasmitirles nuestra preocupación. 


Nos pareció, pues, que el primer lugar a visitar era Rocha, ya que les incumbía 
específicamente a ellos, pues estaban trabajando y quizás tuvieran una información que no fuera 
correcta por lo que, si la nuestra era mejor, estimábamos conveniente aportarla. En una segunda 
etapa, luego del primer escrito de presentación de la oposición, aportamos una cantidad de trabajos - 
que entregaremos hoy a los señores Senadores de esta Comisión- algunos hechos especialmente para 
este tema y otros generados con la participación de la propia Intendencia o con algunas ONG y 
organismos internacionales que han trabajado en este tema, pero parecería ser que no han sido 
tenidos en cuenta para la aprobación de este proyecto. 


Insisto en que, a nuestro juicio, el primer lugar a visitar era Rocha y así lo hicimos. El 
problema que nos lleva a acudir a esta Comisión es que sentimos que nada de lo que hacemos tiene 
un efecto mínimo y que no es considerado, porque es como que escucharan caer agua. Les hicimos 
ver que no están respetando la Ordenanza Costera, y nos dijeron: “La estamos respetando”. Nunca 
hay una respuesta de corrección. 


El planteo inicial que hicimos en la Junta Departamental fue que pretendíamos aportar 
información. Estamos en una etapa en la que no hay nada consolidado, en que no está todo decidido y 
consideramos que estamos a tiempo de que las cosas se hagan bien. En ese sentido, estamos 
tratando de aportar información para que se proceda de la mejor forma posible. No nos corresponde 
tomar las decisiones y, por tanto, lo máximo que podemos hacer es, precisamente, generar 
información, tratar de alertar a los actores sociales y políticos respecto a los riesgos y a lo que 
consideramos pueden ser problemas para un futuro. Después decidirán al respecto la Intendencia 
Municipal, la Junta Departamental y la dirigencia política del país. Insisto, pues, en que nosotros sólo 
aportamos información. 


Aclaro que el señor Intendente Municipal nunca nos contestó, pero sí que hemos estado 
hablando con el Director. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Le pidieron una entrevista? 


SEÑOR FIORON!.- Le pedimos entrevista. En realidad, no estuvimos reunidos con él por este tema, 
pero sí con el Prosecretario y el señor Antonio Graña, Director de Ordenamiento Territorial de la 
Comuna, aunque insisto en que nunca tuvimos una respuesta. Advertimos que nada causa efecto, que 
es una situación en la que parecería que todo está decidido y que por más que se vaya generando 
información en contra, no es tomada en cuenta. 


Dentro de estos informes que hemos traído a la Comisión, incluimos uno, por ejemplo, de un 
doctor de ANAVA, de la Facultad de Ciencias, que es una persona de las más reconocidas en nuestro 
país y que ha hecho varios trabajos respecto a los temas costeros. Tuvo la gentileza de elaborarnos un 
breve informe preliminar sobre este tema, en el que es contundente al hablar de los aspectos negativos 
que tiene el proyecto. 


Lo propio podemos decir del arquitecto Ligrone y de cada uno de los técnicos que ha 
participado en este tema. Sin embargo, uno traslada el problema a quien debe tomar las decisiones, 
pero parecería que esas opiniones no valen. Además, no hay una devolución o una explicación basada 
en temas técnicos que digan que se sabe que eso no es así por tal y cual motivo. 


En la Junta Departamental solicitamos diez días de prórroga al pedido de vista pública para 
aportar los informes que se estaban confeccionando, pero se nos negó. Lo pedimos un viernes y el 
lunes nos llegó un fax diciéndonos que el tiempo que se había dado -de treinta días- era más que 
suficiente para la vista pública. En el deliberativo comunal dijimos que no queríamos indicarles que lo 
aprobaran o no, pero sí que por tratarse de algo tan delicado por los valores que estaban en juego se 
debía pedir un informe de impacto ambiental de un tercero, con independencia y a costa del promotor, 
para que alguien externo e independiente les diera la certeza o por lo menos una presunción de que 
esto no va a generar impactos negativos, porque no podemos quedarnos solamente con lo que viene a 
decir CONSULTATIO desde Argentina. Si se va a entregar un kilómetro y medio de costa en un formato 
de barrio privado, cercado, con casas que pueden llegar a tener mil metros cuadrados de construcción 
cada una, en fin, si se van a dar todas esas prerrogativas, lo mínimo que puede exigir la Junta 
Departamental es que, previo al pronunciamiento, es saber qué tan perjudicial o beneficioso puede ser 
el proyecto. Nosotros planteábamos que era como si se quisiera comprar una estación de servicio y se 
le preguntara a su dueño cuánto factura y cuánto gana por mes. Yo le diría a mi contador que se 
contactara con él y le preguntara cuánto está facturando, cuánto hay que pagar a los proveedores y el 
rendimiento que tienen, porque no me puedo quedar con la palabra del que me quiere vender. En este 
caso sucede lo mismo. 


SEÑOR LAPAZ.- Teniendo en cuenta que varios de los señores Senadores aquí presentes también 
somos miembros de la Comisión de Medio Ambiente, propongo que nos reunamos en forma conjunta 
cuando concurra la Directora de Medio Ambiente para considerar estos temas, así como también que 
enviemos la versión taquigráfica de la sesión a la Intendencia Municipal y a la Junta Departamental de 
Rocha, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a la Dirección de 
Ordenamiento Territorial y a la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado la visión que tienen quienes nos visitan. 


SEÑORA NEME.- Pido disculpas al señor Presidente por interrumpirlo, pero quiero agregar un dato 
que no es menor. Se trata de que tanto el área de la Laguna Garzón como la de la Laguna de Rocha 
fueron propuestas para ingresar al Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Uruguay. En ese sentido, 
tengo los números de expedientes que se están tramitando en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y en la DINAMA. Esto es muy importante porque, en realidad, se está 
estudiando qué delimitación se va a dar a las áreas, tema que se debe tener en cuenta pues en un 
futuro próximo pueden estar ingresando al Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Esto no es menor, 
porque se puede llegar a contradecir y a que haya conflictos con respecto a los planes de manejo 
futuro. Además, si esta área no ingresa en el SNAP, igualmente estará regida por la Ordenanza 
Costera y no hay planes parciales de ordenamiento territorial. Entonces, si se clasifican suelos y se 
hace otro tipo de actividades por parte de la Intendencia Municipal sin tener instrumentos de 
ordenamiento territorial previos, sería un hecho bastante grave. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy buena la participación de estos jóvenes ambientalistas porque 
ingresa en la filosofía de la ley. Hablamos mucho de la filosofía de participación e, incluso, de las 
acciones que se iban a hacer desde la comunidad para reclamar de todos los responsables la 
observancia de las normas de ordenamiento territorial, porque es un criterio y una filosofía de la norma; 
muchas veces, el propio arquitecto Ligrone estuvo en esta Comisión hablado de estos temas. 


De modo que vamos a profundizar en el tema y, luego de que ustedes se retiren, 
resolveremos el camino a tomar. La información que nos han dado ha sido particularmente relevante, 
porque aporta elementos para que esta Comisión pueda seguir interesándose en el tema. 


Les agradecemos la presencia. 


SEÑOR FIORON!.- Los agradecidos somos nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 15 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


